
 

 

- SALA UNIPERSONAL DE DECISIÓN CIVIL- 

 

PROCESO Verbal – Responsabilidad civil extracontractual  

DEMANDANTES Marta Luz Palacio Restrepo y otros 

DEMANDADO Coosalud 

RADICADO 05001 31 03 006 2017 00496 01 

DECISIÓN Revoca parcialmente auto apelado 

 

Medellín, treinta de septiembre de dos mil veintidós 

 

El Despacho resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, en el asunto de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

1.1. En audiencia de 29 de marzo de 2022 el Juzgado 006 Civil del Circuito de 

Medellín decretó los medios probatorios solicitados por las partes, sin embargo, 

en relación con la petición que el extremo procesal demandante hizo, negó el 

decreto de las pruebas periciales solicitadas, bajo el argumento de que la parte 

interesada debía ser quien los aportara de conformidad con lo establecido en 

el artículo 226 y siguientes, por lo cual, ese despacho no podía oficiar a las 

entidades para que practicaran la experticia pedida. No obstante, otorgó a los 

demandantes la posibilidad de diligenciar directamente las experticias para que 

fueran aportadas hasta 10 días antes de la fecha en que se llevaría a cabo la 

audiencia de instrucción y juzgamiento, solicitud en la cual podían advertir que 

gozaban de amparo de pobreza. 

 

Respecto de las pruebas documentales solicitadas por esa misma parte 

accionante, decretó la mayoría; pero, no la anunciada como orden de examen 

médico emitida por la entidad Fresenius Medical Care y un registro de historia 

clínica de dicha autoridad, porque tales documentos no fueron aportados al 

plenario.  

 

1.2. Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de los promotores de la 

demanda presentó recurso de reposición y en subsidio apelación, con el fin de 

que las pruebas documentales obrantes a folios 23 a 41 del expediente fueran 

decretadas, pues adujo que, por un lapsus, se omitió relacionar tales 
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documentos en el acápite de pruebas, pero en efecto, fueron allegados con la 

demanda. De igual modo, indicó que el despacho omitió pronunciarse sobre la 

prueba por informe relacionada en el escrito en que se descorrió el traslado de 

las excepciones, mediante la cual, requería que se oficiara a la parte 

demandada para que aportara las órdenes de servicios médicos de la atención 

de Humberto de Jesús Hernández Henao y para que informara sobre las pólizas 

de aseguramiento que la demandada tuviese. 

 

 

Por otra parte, requirió se reconsiderara la decisión respecto de las pruebas 

periciales pedidas, pues sostuvo que, en virtud del amparo de pobreza 

concedido a los demandantes, procedía que el despacho decretara dichos 

medios suasorios. Lo anterior, debido a que, en la práctica sucedía que las 

entidades públicas o privadas escogidas no gestionaban lo pertinente en los 

eventos en que el juzgado no emitiera la orden pertinente. 

 

1.3. Previo al traslado de los recursos, el juzgado se pronunció sobre la prueba 

por informe pedida. Señaló que dicho elemento probatorio era improcedente, 

porque precisamente la parte demandante fue quien aportó medios de prueba 

documentales relacionados con las presuntas órdenes de servicios médicos, 

inclusive con unas presuntas autorizaciones que se habría dado en favor de 

Humberto de Jesús Hernández Henao durante por lo menos algunos periodos 

de atención que son objeto de discusión en este litigio, pruebas documentales 

que además fueron tenidas en cuenta, tal cual la parte demandante las aportó. 

Por otra parte, en relación con la prueba por informe tendiente a que se 

ordenara a la parte demandada que remitiera información sobre las presuntas 

pólizas de seguro que podría tener a efectos de una demanda de eventual 

responsabilidad civil por la atención médica brindada a Humberto de Jesús 

Hernández Henao, el despacho consideró que la parte demandada no estaba 

en la obligación de allegar dicha información, máxime que ella no presentó 

reclamación por la vía del llamamiento en garantía frente a alguna entidad 

aseguradora con la que considerara tener algún tipo de relación contractual 

que pudiera dar lugar a suplir una obligación que resultare como consecuencia 

de una posible responsabilidad civil contractual o extracontractual con ocasión 

de los hechos del litigio. Adicionalmente, si el extremo procesal activo pretendía 

vincular como codemandada a alguna entidad diferente, debió haberla 

convocado al plenario en las oportunidades que tuvo para tal efecto. 

 

1.4. Frente a la anterior decisión no hubo pronunciamiento de ninguna de las 

partes.  
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1.5. Durante el traslado del recurso, la apoderada judicial de la parte 

demandada solicitó se mantuviera la decisión, pues ya el juzgado había sido 

muy garantista en dar la oportunidad de allegar los dictámenes periciales 

solicitados. 

 

Por su parte, el curador ad litem de los herederos indeterminados de Humberto 

de Jesús Hernández Henao solicitó no se repusiera lo resuelto, debido a que, 

el despacho le dio la posibilidad a la parte demandante para que en el término 

de hasta 10 días antes de la audiencia de instrucción y juzgamiento, arrimara 

los dictámenes periciales. 

 

1.5. El Juzgado 006 Civil del Circuito de Medellín decidió el recurso de 

reposición de manera desfavorable, así que mantuvo incólume la decisión y 

concedió la alzada. 

 

Como fundamento de lo resuelto, consideró que, respecto de la prueba 

documental referida por la parte demandante en el recurso, se tiene que las 

reglas del Código General del Proceso son claras en señalar que se debe 

indicar, en el acápite respectivo de la demanda, las pruebas que se pretenda 

hacer valer, de manera clara, concreta y específica. Precisó que cuando se trata 

de medios de prueba documentales, se debe hacer igualmente la relación, lo 

anterior de conformidad con los artículos 82 y siguientes del estatuto procesal. 

Anotó que el hecho de que los documentos fueran incluidos en los anexos no 

implicaba per se que se les pudiera tener como medios de prueba documental, 

cuando no fueron solicitados como tal en el acápite respectivo. En este sentido, 

concluyó que la parte demandante no hizo la solicitud probatoria en debida 

forma y así lo reconoció en el recurso, por lo cual no era procedente decretarla. 

 

Ahora, en relación con los medios de prueba pericial señaló que el amparo de 

pobreza fue concedido en favor de Humberto de Jesús Hernández Henao que 

era el demandante inicial, sin embargo, éste falleció durante el trámite de este 

proceso, y ante el fallecimiento el amparo de pobreza terminó porque tal 

beneficio es una institución que no se concede de manera genérica a la parte, 

sino que se otorga en razón de la persona favorecida con este concepto, porque 

la exigencia para su concesión es que la persona no tenga las condiciones 

económicas para afrontar los eventuales gastos del proceso sin afectar sus 

gastos de subsistencia, motivo por el cual si la persona natural fallece 

desaparece automáticamente el beneficio de amparo de pobreza, pues las 

circunstancias del amparo no son extensivas a sus herederos ni sucesores 
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procesales. Empero, de manera posterior, Marta Luz Palacio Restrepo, Diana 

Cristina y Jaime Humberto Hernández Palacio en condición de sucesores 

procesales y presuntos herederos del demandante inicial, solicitaron al 

despacho el amparo de pobreza por sus condiciones personales específicas en 

las que presuntamente no tendrían capacidad económica para solventar los 

gastos del proceso sin afectar la propia subsistencia. Expuso que ese amparo 

permanecía incólume hasta el momento en relación con Marta Luz y Diana 

Cristina, puesto que no fue objeto de controversia por las partes cuando fue 

concedido, no obstante, frente a Jaime Humberto se tiene que el amparo que 

le fue otorgado fue cuestionado por la demandada quien se opuso, empero, 

ello no implica que haya sido levantado, pues el despacho no ha tomado aún 

una determinación al respecto. 

 

Dicho lo anterior, el a quo estableció que no podía oficiar a las entidades 

públicas o privadas para efectos de obtener la información que la parte 

demandante pretende recolectar, pues la misma parte debía ser quien 

adelantara esa gestión en virtud de lo dispuesto en el artículo 227 del C.G.P. 

para lograr recaudar esos medios de prueba periciales y que fueran 

incorporados al proceso. Adicionalmente, sostuvo que el juzgado no podía 

hacer un pre control de las actividades de otras entidades públicas o privadas 

cuando se les encomendara o se les solicitara la elaboración de una actividad 

que pudiera tener efectos en un proceso judicial. Por ello, ese despacho no 

podría presumir que las entidades involucradas no cumplirían con sus 

respectivas funciones, pues sería deber de la parte interesada informar en el 

evento en que no se impartiera gestión a su solicitud.   

 

Finalmente, precisó que en este tema el amparo de pobreza no tenía incidencia, 

por cuanto, se advirtió a la parte demandante que podía solicitar directamente 

los dictámenes en las entidades correspondientes e informar que gozaba de 

amparo de pobreza, para que las autoridades definieran si hacían o no algún 

tipo de recobro económico, que en principio no tendrían que hacer gracias al 

beneficio concedido, pero si llegase a ocurrir la parte demandante podría 

efectuar los informes respectivos al despacho, para las advertencias del caso 

si fuere procedente. 

 

CONSIDERACIONES 

 

2.1. Según el artículo 82 del Código General del Proceso la demanda con que 

se promueva cualquier proceso deberá reunir una serie de requisitos. Al 

respecto la norma señala: 
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“ARTÍCULO 82. REQUISITOS DE LA DEMANDA. Salvo disposición en 

contrario, la demanda con que se promueva todo proceso deberá reunir 

los siguientes requisitos: 

 

1. ... 

... 

6. La petición de las pruebas que se pretenda hacer valer, con indicación 

de los documentos que el demandado tiene en su poder, para que este 

los aporte. 

11. ...” 

 

2.2. A su vez, el artículo 173 ibídem, establece cuáles son las oportunidades 

probatorias. 

 

“ARTÍCULO 173. OPORTUNIDADES PROBATORIAS. Para que sean 

apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e 

incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados 

para ello en este código. 

 

En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas 

formuladas por las partes, el juez deberá pronunciarse expresamente 

sobre la admisión de los documentos y demás pruebas que estas hayan 

aportado. El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, 

directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido 

conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese 

sido atendida, lo que deberá acreditarse sumariamente. 

 

Las pruebas practicadas por comisionado o de común acuerdo por las 

partes y los informes o documentos solicitados a otras entidades públicas 

o privadas, que lleguen antes de dictar sentencia, serán tenidas en cuenta 

para la decisión, previo el cumplimiento de los requisitos legales para su 

práctica y contradicción.” 

 

2.3. Ahora, en relación con la solicitud de las pruebas documentales, debe 

indicarse que este medio suasorio se aporta e incorpora al proceso, sin que 

requiera ser decretado pues no se requiere que sea practicado. Al respecto, el 

doctrinante Nattan Nisimblat en su obra “Derecho probatorio – técnicas de 

juicio oral” (Ed. Doctrina y ley, pág. 483, 4ª. ed.) señala lo siguiente: 
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“Desde el albor del proceso, el numeral 6 del artículo 77 del CPC y el núm. 

3 del art. 83 del CGP ordenan que las pruebas documentales deben 

aportarse como anexo a la demanda, norma que, analizada en contexto 

con el numeral 10 del artículo 75 del CPC y el numeral 6 del art. 82 del 

CGP, determina que en materia documental la prueba no se solicita o se 

pide  -como si se hace, por ejemplo, con el testimonio, la inspección o la 

declaración de parte-, ya que, su naturaleza no es de aquellas que deba 

ser decretada ni practicada, situación que se encuentra plenamente 

determinada en el inciso tercero del artículo 183 del CPC y en el inciso 

tercero del art. 173 del CGP, que prevén que el juez resolverá 

expresamente sobre la admisión de dichas pruebas cuando decida la 

solicitud de las que pidan las partes en el proceso o el incidente, 

absteniéndose de ordenar la práctica de pruebas que las partes pudieran 

hacer obtenido directamente o mediante el ejercicio del derecho de 

petición.”  

 

2.4. Finalmente, el artículo 227 del estatuto procesal prescribe lo concerniente 

a la prueba pericial solicitada por las partes. En este sentido, indica: 

 

“ARTÍCULO 227. DICTAMEN APORTADO POR UNA DE LAS PARTES. La 

parte que pretenda valerse de un dictamen pericial deberá aportarlo en 

la respectiva oportunidad para pedir pruebas. Cuando el término previsto 

sea insuficiente para aportar el dictamen, la parte interesada podrá 

anunciarlo en el escrito respectivo y deberá aportarlo dentro del término 

que el juez conceda, que en ningún caso podrá ser inferior a diez (10) 

días. En este evento el juez hará los requerimientos pertinentes a las 

partes y terceros que deban colaborar con la práctica de la prueba. 

 

El dictamen deberá ser emitido por institución o profesional 

especializado.” 

 

3. CASO EN CONCRETO 

 

En el caso bajo examen, el recurso formulado plantea resolver si el juez de 

primer grado tuvo razón al negar el decreto de la prueba documental aportada 

a folios 23 a 41 del plenario, en tanto, no fue relacionada como tal en el acápite 

respectivo, y al no decretar los medios de prueba pericial solicitados, debido a 

que no fueron aportados por la parte interesada en las oportunidades 

probatorias respectivas. 
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Al respecto, esta dependencia judicial encuentra que la decisión del fallador de 

instancia es parcialmente ajustada a derecho, pues en relación con las pruebas 

periciales solicitadas, es carga de la parte aportar el dictamen en las 

oportunidades probatorias de que trata el estatuto procesal, sin embargo, 

respecto de las pruebas documentales, se observa que el operador judicial 

incurrió en un formalismo excesivo al determinar que las pruebas documentales 

aportadas por la parte demandante debían ser solicitadas en el acápite de 

pruebas, situación que no se acompasa con lo regulado en el Código General 

del Proceso, pues conforme se dijo en párrafos anteriores, las pruebas 

documentales deben ser aportadas y con ello basta para la incorporación al 

plenario ya que no se requiere que esta clase de prueba sea practicada. 

 

En este sentido, se tiene que el extremo procesal demandante allegó junto con 

la demanda una serie de documentos obrantes en los folios 23 a 41 de la 

encuadernación, consistentes en el certificado de existencia y representación 

de la parte demandada y dos acciones de tutela que fueron incoadas por 

Humberto de Jesús Hernández Henao frente a Coosalud, mecanismos 

constitucionales que fueron decididos por el Juzgado 019 Civil Municipal de 

Medellín y el Juzgado Promiscuo del Circuito de Frontino – Antioquia. Dichos 

documentos reposan en el plenario, pues efectivamente el extremo 

demandante los aportó; pero no fueron relacionados en el acápite de pruebas 

como medios suasorios documentales, lo cual, sin embargo, no conlleva a que 

los mismos, incorporados como se encuentran ya en el proceso, sean 

considerados como tales pues no se requiere que sea decretado y practicado, 

para que el juez pueda valorarlos. En efecto, la relación y solicitud que el juez 

echa de menos y a que se refiere la norma procesal citada es a los documentos 

que estén en poder de la parte contraria y que el demandante pretende se 

ordene que sean aportados. 

 

En conclusión, la decisión debe ser revocada en el aparte que negó tener como 

tal la prueba documental incorporada de folios 23 a 41 para que en su valor 

legal sea apreciada en el momento procesal oportuno. 

 

Por otra parte, en relación con la prueba pericial requerida por los promotores 

de la demanda, se tiene que los dictámenes periciales no fueron aportados en 

las oportunidades probatorias, por lo cual, de conformidad con lo indicado en 

el artículo 227 del C.G.P., no habría lugar al decreto, sin embargo, el despacho 

de primer nivel adoptó la decisión de dar la oportunidad a los interesados de 

allegar los dictámenes hasta 10 días antes de la fecha en que se llevará a cabo 

la audiencia de instrucción y juzgamiento, además les puso de presente que 



Apelación de auto  

Rad. 05001 31 03 006 2017 00496 01 

Página 8 de 8 
 

podrían efectuar la solicitud a las entidades correspondientes e informar que 

gozaban del beneficio de amparo de pobreza a efectos de que no se hiciera 

recobro, pues resulta prematura la imposición de esa tarea por parte del juez, 

sin que se adelante la gestión que a los amparados corresponde hacer.  

 

Así las cosas, la decisión proferida por el Juzgado 005 Civil del Circuito de 

Medellín en auto de 24 de marzo de 2022 será revocada parcialmente, para 

tener en su lugar como incorporada al proceso, para ser valorada en la 

oportunidad legal, la prueba documental visible a folios 23 a 41 aportada por 

la parte demandante. En lo demás se confirmará la decisión. 

 

Por lo expuesto, el Despacho RESUELVE: 

 

PRIMERO. REVOCAR parcialmente la decisión adoptada en auto de 29 de 

marzo de 2022, proferido por el Juzgado 006 Civil del Circuito de Medellín, para 

en su lugar, tener como incorporada al proceso, para ser valorada en la 

oportunidad legal, la prueba documental visible a folios 23 a 41 aportada por 

la parte demandante.  

 

SEGUNDO. CONFIRMAR en lo demás la decisión. 

 

TERCERO. Sin costas, en atención al beneficio de amparo de pobreza. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

Magistrada 
 

 


